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Este informe esboza las actividades de la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional para apoyar la implementación de la Declaración sobre Seguridad en las Américas.  El informe está organizado por área (Secretaría de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas, Secretaría del Comité Interamericano contra el Terrorismo, y Departamento de Seguridad Pública) y por temas, y cita en primer lugar las secciones pertinentes de la Declaración, seguidas posteriormente de una descripción de las actividades pertinentes.  Este informe procura centrarse en los tipos de actividades de la Subsecretaría de Seguridad Multidimensional, en vez de presentar una larga lista de proyectos, seminarios, conferencias o eventos específicos.

I.  SECRETARÍA DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL ABUSO DE DROGAS
Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) 

Artículo 3:
“La paz es un valor y un principio en sí mismo y se basa en la democracia, la justicia, el respeto a los derechos humanos, la solidaridad, la seguridad, y el respeto al derecho internacional. Nuestra arquitectura de seguridad contribuirá a preservarla a través del fortalecimiento de los mecanismos de cooperación entre nuestros Estados para enfrentar las amenazas tradicionales, las nuevas amenazas, las preocupaciones y otros desafíos que confronta nuestro Hemisferio.”

Artículo 4, u:
“Las medidas de fomento de la confianza y la seguridad y la transparencia en las políticas de defensa y seguridad contribuyen a aumentar la estabilidad, salvaguardar la paz y la seguridad hemisférica e internacional y consolidar la democracia.”

Artículo 17:
“Reiteramos que, tal como se señala en las Declaraciones de Santiago y San Salvador y el Consenso de Miami, las medidas de fomento de la confianza y la seguridad incrementan la transparencia y el entendimiento entre los Estados del Hemisferio y fortalecen directamente la estabilidad regional. Afirmamos que la aplicación y el desarrollo adicional de las medidas de fomento de la confianza y la seguridad, de conformidad con el marco constitucional de cada Estado, contribuyen a la paz en el Hemisferio. Fomentaremos la confianza mutua al implementar, según corresponda, las medidas de fomento de la confianza y la seguridad identificadas en los instrumentos mencionados y las establecidas conforme a instrumentos bilaterales y multilaterales y otros acuerdos.”

Artículo 27:
“Reafirmamos que la cooperación multilateral basada en la responsabilidad compartida, la integralidad, el equilibrio, la confianza mutua y el pleno respeto a la soberanía de los Estados es esencial para hacer frente al problema mundial de las drogas y sus delitos conexos, los cuales constituyen una amenaza a la seguridad de la región. Fortaleceremos la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas y el Mecanismo de Evaluación Multilateral, para avanzar en la lucha contra la producción, el tráfico y el consumo ilícitos de estupefacientes y sustancias psicotrópicas y sus delitos conexos.”


El Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM) fue creado por mandato de los Jefes de Estado y de Gobierno en la Segunda Cumbre de las Américas, celebrada en Santiago, Chile, en abril de 1998. El MEM surgió como resultado del reconocimiento por parte de los países del hemisferio de que el carácter complejo y transnacional del problema de las drogas requiere una respuesta amplia y equilibrada de su parte, actuando en concierto con el principio de responsabilidad compartida. El objetivo global del proceso del MEM es estimular el avance en todos los aspectos de la lucha contra las drogas ilegales en todos los países de las Américas, teniendo en cuenta las distintas maneras en que el problema se manifiesta en cada uno de ellos. El MEM procura alcanzar su objetivo por medio de evaluaciones nacionales y hemisféricas realizadas por el Grupo de Expertos Gubernamentales (GEG) durante un ciclo de tres años, que miden el progreso logrado por cada uno de los 34 Estados miembros de la CICAD y por el hemisferio en su conjunto. A través de este proceso de examen entre pares, en el que se analiza la capacidad institucional, las tareas de reducción de la demanda y de la oferta, y las medidas de control, los Estados miembros conocen las fortalezas y debilidades de sus programas antidrogas y se ven estimulados a corregir las deficiencias detectadas, procurando la asistencia de otros miembros o de la CICAD, según sea necesario. 


Mediante el MEM, la CICAD traduce sus metas en términos de políticas en un instrumento técnico para poder llevar a cabo una mejor evaluación del avance logrado por sus 34 Estados miembro y del hemisferio en general en la lucha contra las drogas.  Desde que fue creado, el MEM ha completado tres rondas de evaluación, 1999-2000, 2001-2002 y 2003-2004. Actualmente el MEM se encuentra en su Cuarta Ronda de Evaluación (2005-2006) y los informes nacionales de evaluación serán publicados en diciembre del 2007.
Programa de Cultura de la Legalidad

Artículo 4, f:
“La educación para la paz y la promoción de la cultura democrática tienen un papel destacado en el desarrollo de los Estados y el fortalecimiento de la estabilidad y la consolidación de nuestro Hemisferio como una región donde prevalecen el entendimiento y el respeto mutuo, el diálogo y la cooperación.”


Cultura de la Legalidad es un programa de estudio escolar dirigido a jóvenes de 13 a 15 años de edad, que promueve el respeto al estado de derecho, la toma de decisiones saludables y la responsabilidad de individuos, padres, familias y sociedad en la solución de los problemas que atentan contra la seguridad pública, como el consumo y tráfico de drogas y conductas asociadas tales como la violencia, el crimen y la corrupción.

En enero de 2006 se brindó capacitación a 100 profesores de El Salvador para que pudieran aplicar el programa de Cultura de la Legalidad en su clase. La CICAD donó 3.032 ejemplares de la novela El Señor de las Moscas,  obra que forma parte integral del programa, a las bibliotecas de las escuelas participantes. A partir de junio de 2006, comenzó a desarrollarse una labor innovadora en El Salvador a fin de integrar los contenidos de Cultura de la Legalidad en la actualización del programa de Estudios Sociales de tercer ciclo (séptimo, octavo y noveno grado). Como resultado de dicha integración, en 2008 todos los alumnos de tercer ciclo de El Salvador recibirán los contenidos de Cultura de la Legalidad.

La CICAD ha unido sus esfuerzos con el Consejo Nacional de Seguridad Pública (CNSP) y la Comisión Nacional Antidrogas de El Salvador (CNA) con el objeto de comenzar a trazar una estrategia para llevar la Cultura de la Legalidad del aula a la comunidad. Para ello, el CNSP seleccionó 5 comunidades del área metropolitana de San Salvador y se espera capacitar a 25 jóvenes voluntarios de cada comunidad para que sean ellos mismos multiplicadores de la experiencia en otras comunidades. Es decir, en un período menor a 12 meses se contará con aproximadamente 125 agentes comunitarios y con los materiales metodológicos para fomentar la cultura de la legalidad en El Salvador.

Existe una alianza entre la CICAD, el Instituto Costarricense sobre Drogas (ICD) y el Ministerio de Educación Pública (MEP) de Costa Rica para iniciar, a partir del primer semestre de 2007, la fase piloto del programa la cuál incluye, entre otros, la adaptación de los contenidos de cultura de la legalidad a las realidad escolar y cultural de Costa Rica, la capacitación de maestros en el programa y la distribución de los materiales necesarios para su implementación.

El 20 de febrero de 2007 el Secretario Ejecutivo de la CICAD se reunirá con el Ministro de Educación de Honduras y la Primera Dama de la Nación con el fin de presentarles el programa y fijar líneas de acción. 

En definitiva, este proyecto apunta al fomento de una cultura de la legalidad con el objetivo de contribuir a la seguridad pública de nuestro hemisferio por medio del desarrollo de habilidades y conocimientos individuales y sociales que apoyen el respeto al estado de derecho y prevengan el tráfico y consumo de drogas y conductas asociadas, tales como la violencia, el crimen y la corrupción.

Tratamiento de la drogodependencia

Artículo 38:
Constatamos que los inadecuados servicios de salud exacerban la propagación del VIH/SIDA y otras enfermedades epidémicas, lo cual constituye una seria amenaza que afecta con mayor incidencia a los Estados del Hemisferio que disponen de menos recursos para prevenirlas y combatirlas. Proponemos desarrollar estrategias multisectoriales, principalmente en el marco de la Organización Mundial de la Salud y la Organización Panamericana de la Salud y con una perspectiva de género, y mecanismos de cooperación para combatir estas enfermedades y sus consecuencias, orientando mayores recursos nacionales, bilaterales y multilaterales para combatirlas con miras a mejorar la disponibilidad y el acceso de todos a los medicamentos, en especial para las poblaciones más vulnerables. Mejoraremos la salud de nuestros pueblos promoviendo políticas integrales de salud con una perspectiva de género, así como el acceso a la atención a los servicios de salud, incluidos los medicamentos y el tratamiento médico, alentando la investigación de enfermedades que afectan de manera desproporcionada a los países en desarrollo, movilizando financiamiento adicional, mejorando la cooperación internacional contra nuevas epidemias y fortaleciendo el Fondo Mundial de Lucha contra el SIDA, la Tuberculosis y la Malaria. 

La CICAD tiene dos proyectos en marcha en el área del tratamiento de la drogodependencia, la rehabilitación y la reinserción social: uno prevé normas de atención y la integración del tratamiento de la drogodependencia en los sistemas nacionales de salud pública, y el otro apunta al tratamiento de la drogodependencia en la población carcelaria. 

En 2006, la CICAD ayudó al gobierno de Colombia a capacitar al personal descentralizado del Ministerio de la Protección Social sobre las nuevas leyes que estandarizan el tratamiento y la atención de los servicios asistenciales para la drogodependencia, y sobre el nuevo requisito de que dichos establecimientos se inscriban en un registro oficial. 

La sección de Reducción de la Demanda de la CICAD ha asistido a los países centroamericanos en la redacción y aprobación de normas que regulen los centros de tratamiento de las drogadicciones. Tras redactar los documentos necesarios, Panamá aprobó las nuevas normas, en tanto que a Nicaragua le falta poco para hacerlo. La CICAD viene apoyando al gobierno de El Salvador para que ponga en práctica una recomendación del MEM con respecto a crear un registro nacional de prevención del consumo de drogas y de programas de tratamiento ofrecidos por establecimientos e instituciones.

Programa de Reducción y Control de la Oferta

Artículo 4, j:
Las amenazas tradicionales a la seguridad y sus mecanismos para enfrentarlas siguen siendo importantes y pueden ser de naturaleza distinta a las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad y a los mecanismos de cooperación para hacerles frente. 

Artículo 4, k:
Las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica son problemas intersectoriales que requieren respuestas de aspectos múltiples por parte de distintas organizaciones nacionales y, en algunos casos, asociaciones entre los gobiernos, el sector privado y la sociedad civil, todas actuando de forma apropiada conforme a las normas y principios democráticos y las normas constitucionales de cada Estado. Muchas de las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica son de naturaleza transnacional y pueden requerir una cooperación hemisférica adecuada. 

Artículo 24:
Hacemos hincapié en la necesidad de redoblar los esfuerzos emprendidos en el Hemisferio respecto de la seguridad en el transporte, aprovechando los que llevan a cabo la Organización de la Aviación Civil Internacional y la Organización Marítima Internacional, sin perjudicar los flujos comerciales. Reviste importancia, asimismo, la coordinación entre las iniciativas nacionales y multilaterales en el ámbito de la seguridad para el transporte y la seguridad portuaria, por intermedio de foros regionales como la Iniciativa de Transporte del Hemisferio Occidental, la Comisión Interamericana de Puertos, el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) y el Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA). 

Artículo 26:
Desarrollaremos una cultura de seguridad cibernética en las Américas adoptando medidas de prevención eficaces para prever, tratar y responder a los ataques cibernéticos, cualquiera sea su origen, luchando contra las amenazas cibernéticas y la delincuencia cibernética, tipificando los ataques contra el espacio cibernético, protegiendo la infraestructura crítica y asegurando las redes de los sistemas. Reafirmamos nuestro compromiso de desarrollar e implementar una estrategia integral de la OEA sobre seguridad cibernética, utilizando las contribuciones y recomendaciones elaboradas conjuntamente por los expertos de los Estados Miembros y por el Grupo de Expertos Gubernamentales de la REMJA en Materia de Delito Cibernético, el CICTE, la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) y otros órganos apropiados, teniendo en cuenta el trabajo que desarrollan los Estados Miembros coordinado con la Comisión de Seguridad Hemisférica. 


El Programa de Reducción y Control de la Oferta de la CICAD se centra en la asistencia a los Estados miembros para fortalecer su capacidad de reducir la producción, distribución y disponibilidad de drogas ilícitas y el desvío, por ejemplo, de las sustancias químicas utilizadas para producir drogas. La unidad también ayuda a fortalecer las leyes, regulaciones y demás medidas de control de sustancias químicas relacionadas con la producción de drogas y productos farmacéuticos que podrían generar drogodependencia. También abarca una amplia gama de temas vinculados con la aplicación de la ley y el control. 

En el año 2006, el Programa de Reducción y Control de la Oferta comprendió 15 seminarios regionales de capacitación para funcionarios policiales y aduaneros sobre temas como el control de sustancias químicas, la seguridad de los oficiales, la cooperación marítima, el perfil de contenedores y pasajeros sospechosos, la seguridad portuaria, la inspección de embarcaciones y la participación del sector privado en la seguridad de puertos y aeropuertos. Los seminarios se llevaron a cabo en Argentina, las Islas Vírgenes Británicas, Bolivia, Colombia, Ecuador, Guatemala, Nicaragua, Panamá, Perú, los Estados Unidos, Uruguay y Venezuela. 

Igualmente la CICAD continúa apoyando a la Escuela Regional de la Comunidad Andina de Inteligencia Antidrogas (ERCAIAD), con sede en Perú, en su séptimo año de funcionamiento. La escuela organiza cursos sobre análisis de inteligencia antidrogas (análisis estratégico y operativo), cursos especializados sobre análisis operativo de inteligencia, y sobre inteligencia relativa al control de sustancias químicas dirigido a agentes de policía de Sudamérica. 

La CICAD cuenta con un programa de capacitación en técnicas y aptitudes de investigación antidrogas. Junto con la Real Policía Montada de Canadá (RPMC), la CICAD ha organizado seminarios regionales sobre técnicas avanzadas de investigación y operaciones encubiertas. Los seminarios en el año 2006 se realizaron en México, Costa Rica, Jamaica, la República Dominicana y Venezuela.

El Grupo de Expertos de Sustancias Químicas de la CICAD acordó en el 2006 actualizar el Reglamento Modelo sobre el control de químicos a raíz del aumento en producción de drogas sintéticas para (1) añadir los químicos utilizados para producir metanfetaminas a las tablas en el reglamento modelo y pasar otros a los anexos superiores y (2) proveer controles para intermediarios de químicos.  El Grupo de Expertos de Farmacéuticos aprobó en el 2006 una Guía para Profesionales de Salud para prevenir el abuso y desvío de sustancias farmacéuticas. Dicho Grupo también se ha dedicado a avanzar en discusiones para la  revisión y adopción de un documento preparado por los Estados Unidos para servir como guía sobre la distribución ilegal de drogas (sustancias controladas) por medio del Internet, e incluyó sugerencias sobre como los Gobiernos pueden tratar este problema.  Este documento se titula “Drugs in Cyberspace – Understanding and Investigating Diversion and Distribution of Controlled Sustances via the Internet”.
Control en el Lavado de Activos

Artículo 30:
Subrayamos que el lavado de activos erosiona la integridad, probidad y funcionamiento transparente de las instituciones financieras, públicas y privadas, y traspasa sus efectos nocivos hacia otros sectores de la sociedad. Continuaremos trabajando en el marco de la CICAD, así como con otros órganos regionales e internacionales relevantes, para fortalecer la cooperación y el intercambio de información acerca de los controles en los sistemas financieros de nuestros países, a fin de erradicar este delito. 

La CICAD coopera con los Estados miembros a través de la sección de Control del Lavado de Activos en las siguientes áreas: finanzas, asesoramiento legal y aplicación de la ley. La sección también sirve de secretaría técnica del Grupo de Expertos para el Control del Lavado de Activos de la CICAD y representa a la OEA en foros internacionales sobre políticas para combatir la actividad delictiva y el financiamiento del terrorismo. 

La CICAD ofrece talleres para jueces y fiscales para el fortalecimiento de dichos actores en el procesamiento de delitos relacionados con el lavado de activos. Los materiales para el curso se desarrollaron bajo el Proyecto de Combate del Lavado de Dinero desde el Sistema Judicial (BID/CICAD). Los cursos están a cargo de cuatro especialistas internacionales (de España y Chile) y de expertos locales de los países participantes. Entre las materias dictadas, pueden mencionarse: doctrina en materia de lavado de activos, cooperación internacional y técnicas especiales de investigación.

En una iniciativa conjunta con las Naciones Unidas y el BID, se realizan juicios simulados en temas de lavado de activos en los Estados miembros. Dichos ejercicios se basan en casos reales de lavado de activos y están destinados a jueces, fiscales y defensores públicos, así como a expertos de las unidades de inteligencia financiera y a policías que participaron como testigos en muchos casos. El juicio en sí está precedido por varios meses de preparación en los cuales, además de estudiar el expediente, los participantes elaboran un plan de investigación siguiendo un formato expresamente establecido para este proyecto. También se brinda capacitación a funcionarios de aplicación de la ley (oficiales de policía, agentes de aduana, fiscales) dentro del programa “capacitar a los capacitadores”. 

Con la asistencia del gobierno de España y la participación de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, la CICAD llevó a cabo en el 2006 un proyecto piloto para promover operaciones de coordinación entre la policía, las unidades de inteligencia financiera y los fiscales. Como parte de este piloto se realizó un taller al que asistieron Honduras, El Salvador, Nicaragua, Guatemala, Costa Rica, Panamá y la República Dominicana. Dicho taller consistió en una investigación simulada basada en casos reales durante el cual los agentes de los organismos pertinentes debían resolver un caso de lavado de activos y prepararlo para llevarlo a juicio. El taller combinó un marcado componente práctico con un marco teórico para la preparación de los casos y su adaptación a las leyes y reglamentaciones nacionales e internacionales. Los instructores-coordinadores provenían de las Naciones Unidas, el Ministerio del Interior y la Fiscalía de España, y la sección de Antilavado de Activos de la CICAD.

La CICAD también ha concentrado esfuerzos en la creación y el desarrollo de unidades de inteligencia financiera (UIF) a través del proyecto BID/CICAD. En la primera fase del proyecto, los beneficiarios fueron Colombia, Venezuela, Perú, Paraguay, Uruguay, Argentina, Chile, Bolivia, Brasil y Ecuador. En una segunda parte del programa, se beneficiaron Costa Rica, El Salvador, Panamá, Honduras, y República Dominicana. El programa, que concluyó en diciembre de 2006, brindó asistencia en las áreas de capacitación de personal, diseño organizativo, diseño de sistemas de información y adquisición de tecnología. El personal de las UIF participó en dos talleres regionales sobre herramientas básicas para el análisis de información financiera. En todos los países, los talleres comprendieron ejercicios prácticos de análisis de información empleando programas de computación. En una de las sesiones de dichos talleres, se brindó capacitación especial a funcionarios de cumplimiento de entidades financieras nacionales para que mejoraran los informes presentados a las UIF.

Fortalecimiento Institucional a las Comisiones Nacionales de Drogas 

Artículo 4, a:
Cada Estado tiene el derecho soberano de identificar sus propias prioridades nacionales de seguridad y definir las estrategias, planes y acciones para hacer frente a las amenazas a su seguridad, conforme a su ordenamiento jurídico, y con el pleno respeto del derecho internacional y las normas y principios de la Carta de la OEA y la Carta de las Naciones Unidas. 

La CICAD ha enfocado sus esfuerzos en los últimos años en asistir a los Estados miembros en la evaluación de sus planes y estrategias nacionales antidrogas. De igual manera, la CICAD ha brindado asistencia técnica y financiera en la revisión, actualización, y redacción de los planes y estrategias nacionales antidrogas, según sea el caso, de algunos de sus Estados miembros.
II. SECRETARÍA DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA CONTRA EL TERRORISMO

Financiamiento del terrorismo

Artículo 22: Afirmamos que el terrorismo constituye una grave amenaza a la seguridad, a las instituciones, a los valores democráticos de los Estados y al bienestar de nuestros pueblos. Refrendamos nuestro compromiso de luchar contra el terrorismo y su financiación con el pleno respeto al estado de derecho y al derecho internacional, incluidos el derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados, la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la resolución 1373 (2001) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Nos comprometemos a promover la universalidad y la efectiva aplicación de los actuales convenios y protocolos internacionales relacionados con el terrorismo.

Las Secretarías del CICTE y de la CICAD se asociaron para la realización de  un primer taller y encuentro sobre el tema específico de financiamiento del terrorismo, el que fue llevado a cabo en Bogotá, Colombia, en febrero de 2007, con la participación de jueces y juristas españoles y representantes de nueve países: los seis países centroamericanos de habla española, además de Colombia, México y la República Dominicana. Actualmente CICTE y CICAD se encuentran planificando un segundo evento en esta materia, a realizarse en Lima, Perú, para países sudamericanos. 

Bajo su programa de financiamiento del terrorismo la Secretaría de CICTE produjo en CD ROM un manual en español sobre financiamiento del terrorismo y lo distribuyó a las Unidades de Inteligencia Financiera y a otras organizaciones multilaterales e internacionales.    

Legislación y asistencia jurídica

Artículo 23: En el marco jurídico referido en el párrafo anterior, fomentaremos en los países del Hemisferio la capacidad para prevenir, sancionar y eliminar el terrorismo. Fortaleceremos el Comité Interamericano contra el Terrorismo y la cooperación bilateral, subregional y hemisférica, a través del intercambio de información y la más amplia asistencia jurídica mutua para prevenir y reprimir la financiación del terrorismo; impedir la circulación internacional de terroristas, sin perjuicio de los compromisos internacionales aplicables al libre movimiento de personas y la facilitación del comercio; y asegurar el enjuiciamiento, de acuerdo con el derecho interno, de toda persona que participe en la planificación, preparación o comisión de actos de terrorismo y de aquellos que, directa o indirectamente, provean o recolecten fondos con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, para cometer actos de terrorismo. Nos comprometemos a identificar y combatir las amenazas terroristas emergentes, cualquiera que sea su origen o motivación, tales como amenazas a la seguridad cibernética, el terrorismo biológico y amenazas a la infraestructura crítica.

El programa de asistencia legislativa y consulta, implementado en coordinación con nuestro socio, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), ha brindado asistencia técnica a los Estados Miembros del CICTE que están examinando su legislación antiterrorista con el fin de ajustarla a los compromisos previamente asumidos por dichos Estados. Hasta la fecha, 22 Estados Miembros del CICTE han ratificado la Convención Interamericana (más recientemente, el Gobierno del Uruguay en febrero de 2007. 

La Secretaría del CICTE y la UNODC organizaron una Conferencia Ministerial en Panamá en abril de 2006 y un taller en la República Dominicana en julio de 2006.  Costa Rica, México, Guatemala y  Uruguay también recibieron asistencia técnica.  

En julio de 2006 la Secretaría participó en un ejercicio de gestión de crisis basado en un escenario dado sobre terrorismo biológico, organizado por la INTERPOL en Santiago, Chile.   

Seguridad Portuaria 

Artículo 24:  Hacemos hincapié en la necesidad de redoblar los esfuerzos emprendidos en el Hemisferio respecto de la seguridad en el transporte, aprovechando los que llevan a cabo la Organización de la Aviación Civil Internacional y la Organización Marítima Internacional, sin perjudicar los flujos comerciales. Reviste importancia, asimismo, la coordinación entre las iniciativas nacionales y multilaterales en el ámbito de la seguridad para el transporte y la seguridad portuaria, por intermedio de foros regionales como la Iniciativa de Transporte del Hemisferio Occidental, la Comisión Interamericana de Puertos, el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) y el Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA).
En el marco del Programa de Seguridad Portuaria, la Secretaría del CICTE realizó evaluaciones sobre vulnerabilidades en instalaciones portuarias y las necesidades de capacitación para oficiales de seguridad portuaria en Belice, Antigua y Barbuda, y Saint Kitts y Nevis, dada la prioridad de mejorar la seguridad en los nueve países que serán sede de la Copa Mundial de Críquet de 2007.  Conforme a estas evaluaciones, 98 funcionarios recibieron capacitación en Belice para mejorar la seguridad de las instalaciones portuarias, en cumplimiento de las normas internacionales establecidas en el Código Internacional para la Protección de Buques e Instalaciones Portuarias (ISPS) aprobado por la Organización Marítima Internacional (OMI). En enero de 2007 se realizaron evaluaciones de seguridad portuaria en cinco puertos principales de la República Dominicana. 

Seguridad de Aeropuertos

Artículo 24:  Hacemos hincapié en la necesidad de redoblar los esfuerzos emprendidos en el Hemisferio respecto de la seguridad en el transporte, aprovechando los que llevan a cabo la Organización de la Aviación Civil Internacional y la Organización Marítima Internacional, sin perjudicar los flujos comerciales. Reviste importancia, asimismo, la coordinación entre las iniciativas nacionales y multilaterales en el ámbito de la seguridad para el transporte y la seguridad portuaria, por intermedio de foros regionales como la Iniciativa de Transporte del Hemisferio Occidental, la Comisión Interamericana de Puertos, el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) y el Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA).
Donde más se ha incrementado la capacitación por parte de la Secretaría del CICTE es a través del Programa de Seguridad Aeroportuaria.  Más de 600 funcionarios de 18 países recibieron capacitación a través de 31 cursos sobre aspectos especiales de las normas de seguridad de la Organización de Aviación Civil Internacional (OACI). En 2006, la Secretaría implementó en su totalidad el acuerdo de capacitación suscrito con la Administración de Seguridad en el Transporte de los Estados Unidos (TSA), otorgó becas a varios participantes para que pudieran participar en los cursos de capacitación de la OACI, y financió dos cursos de capacitación de la OACI en materia de seguridad aeroportuaria en Jamaica y Nicaragua.    

Seguridad cibernética

Artículo 4, m: La seguridad de los Estados del Hemisferio se ve afectada, en diferente forma, por amenazas tradicionales y por las siguientes nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos de naturaleza diversa: los ataques a la seguridad cibernética.

Artículo 26:   Desarrollaremos una cultura de seguridad cibernética en las Américas adoptando medidas de prevención eficaces para prever, tratar y responder a los ataques cibernéticos, cualquiera sea su origen, luchando contra las amenazas cibernéticas y la delincuencia cibernética, tipificando los ataques contra el espacio cibernético, protegiendo la infraestructura crítica y asegurando las redes de los sistemas. Reafirmamos nuestro compromiso de desarrollar e implementar una estrategia integral de la OEA sobre seguridad cibernética, utilizando las contribuciones y recomendaciones elaboradas conjuntamente por los expertos de los Estados Miembros y por el Grupo de Expertos Gubernamentales de la REMJA en Materia de Delito Cibernético, el CICTE, la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL) y otros órganos apropiados, teniendo en cuenta el trabajo que desarrollan los Estados Miembros coordinado con la Comisión de Seguridad Hemisférica.

En el marco del programa de Seguridad Cibernética, la Secretaría organizó, en cooperación con el Servicio Secreto de los Estados Unidos, un seminario en Miami en abril de 2006 sobre delito cibernético y terrorismo para 32 funcionarios de los servicios de inteligencia, la policía y el ejército de 14 Estados Miembros del CICTE. Todos los Estados Miembros del CICTE recibieron un DVD del evento de capacitación.  


La mayor prioridad de la Secretaría en el marco de este programa es ayudar a todos los Estados Miembros del CICTE a establecer un Equipo de Respuesta a Incidentes de Seguridad en Computadoras (CSIRT) en el ámbito nacional, que funcione 24 horas al día los siete días de la semana, y capacitar a los funcionarios que los gobiernos designen para trabajar en estos equipos.   Hasta la fecha, solamente nueve Estados Miembros del CICTE han creado un CSIRT nacional.  A fines de 2006, el Comité de Evaluación de Proyectos de la OEA aprobó el nuevo programa de capacitación de dos años del CICTE para ayudar a los Estados Miembros, y la Secretaría está procurando financiamiento de un donante para poder implementar el programa.
Esfuerzos de cooperación

Artículo 29:  Combatiremos la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados mediante, entre otras acciones, la destrucción de los excedentes de armas de fuego designados para ello por cada Estado; la protección y el control nacional de nuestros arsenales; y la reglamentación de la intermediación de armas de fuego, incluidas sanciones a la intermediación ilícita, con el objeto de evitar su desvío a los canales ilícitos y la proliferación. Asimismo, fortaleceremos los esfuerzos de cooperación bilateral y multilateral y, en particular, la coordinación y cooperación entre el Comité Consultivo de la CIFTA, la CICAD, el CICTE y las Naciones Unidas.

La exitosa alianza de cooperación entre la Secretaría y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC) permite seguir asistiendo a los Estados Miembros en la redacción o adaptación de legislación antiterrorista y en la ratificación de la Convención Interamericana contra el Terrorismo y de los convenios internacionales sobre la materia.  

Se formó una nueva alianza con la Oficina Regional para la Paz y el Desarme en América Latina y el Caribe de la ONU (UN-LiREC), para apoyar los esfuerzos de los Estados Miembros en el cumplimiento de sus obligaciones bajo la Resolución 1540 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas (en materia de armas de destrucción masiva. 

Se inició también una alianza con el Instituto Interregional de las Naciones Unidas para Investigaciones sobre los Delitos y la Justicia (UNICRI) para promover asistencia técnica a países en cuanto a seguridad en eventos masivos.
Otras instituciones con las cuales la Secretaría amplió o renovó alianzas de colaboración incluyen los comités en materia de seguridad cibernética y puertos marítimos del Consejo de Cooperación Económica Asia-Pacífico (APEC), la Unidad Antiterrorismo de la Organización para la Seguridad y la Cooperación en Europa (OSCE) y la Dirección Ejecutiva del Comité de las Naciones Unidas contra el Terrorismo (UNCTED).  

En diciembre, Transporte Canadá se unió a la Secretaría del CICTE, la Secretaría Ejecutiva de la CICAD, el Servicio de Guardacostas de los Estados Unidos, y la Oficina de Asuntos Internacionales sobre Estupefacientes y Aplicación de la Ley (INL) del Departamento de Estado de los Estados Unidos en el establecimiento de una nueva alianza de colaboración para el desarrollo de programas de seguridad portuaria en 2007. 
La Secretaría del CICTE también ha fortalecido su relación con otras secretarías y dependencias de la OEA, especialmente la Secretaría Ejecutiva de la CICAD.  

Hemos iniciado conversaciones sobre una futura coordinación con la Oficina de Ciencia y Tecnología de la Secretaría General de la OEA para llevar a cabo un ejercicio de gestión de crisis sobre terrorismo biológico, así como con la División de Comercio, Turismo y Competitividad, también de la Secretaría General, para un proyecto sobre seguridad del turismo.  

III.   DEPARTAMENTO DE SEGURIDAD PÚBLICA
Políticas de Seguridad Pública:

De acuerdo con la Declaración Sobre Seguridad en las Américas los valores compartidos y enfoques comunes que tienen relación con las actividades que está desarrollando el Departamento de Seguridad Pública son los siguientes:

Artículo 2:   Nuestra nueva concepción de la seguridad en el Hemisferio es de alcance multidimensional, incluye las amenazas tradicionales y las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad de los Estados del Hemisferio, incorpora las prioridades de cada Estado, contribuye a la consolidación de la paz, al desarrollo integral y a la justicia social, y se basa en valores democráticos, el respeto, la promoción y defensa de los derechos humanos, la solidaridad, la cooperación y el respeto a la soberanía nacional. 

El Departamento de Seguridad Pública viene desarrollando actividades en temas  como desminado, trata de personas, pandillas, crimen organizado transnacional, armas cortas, municiones y explosivos, sistemas carcelarios e investigación  forense.  El carácter multidimensional de los problemas y las nuevas amenazas a la seguridad en la región, han generado la necesidad de que la Secretaría General adopte un enfoque integral de las mismas y así, el Departamento de Seguridad Pública  cooperará  a través de:

· Promoción de políticas públicas 

· Promoción de  la adecuación  legislativa 

· Promoción de legislación internacional relacionada al tema

· Capacitación para policías, jueces y fiscales

· Promoción de una mejor relación entre el ejecutivo ( policía y fiscales) y el poder judicial (jueces y tribunales)

· Promoción del mejoramiento de la calidad de la información de base y la generación de información agregada que permita posicionarse apropiadamente frente a los problemas, y tener una visión de la evolución de los mismos así como poder medir el impacto de las acciones que se lleven adelante.

Artículo 4, i: Las amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad en el Hemisferio son de naturaleza diversa y alcance multidimensional y el concepto y los enfoques tradicionales deben ampliarse para abarcar amenazas nuevas y no tradicionales, que incluyen aspectos políticos, económicos, sociales, de salud y ambientales. 

Actualmente la Secretaría General de la OEA está en proceso de elaboración de una “declaración de postura oficial” sobre la Seguridad Pública en América Latina y el Caribe que permita posicionarla  frente al tema y definir una propuesta de Agenda para los próximos tres años,  que incluya un paquete de proyectos que permitirán:

· Elaborar un diagnóstico regional.

· Implementar observatorios de seguridad y aprovechar los observatorios ya existentes en la región para recopilar información en esta materia.

· Crear programas de capacitación para policías, jueces y fiscales.

· Desarrollar un  modelo de política pública en Seguridad.

· Realizar de un estudio de prefactibilidad para elaborar un índice sintético sobre seguridad pública. 

Artículo 4, k: Las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica son problemas intersectoriales que requieren respuestas de aspectos múltiples por parte de distintas organizaciones nacionales y, en algunos casos, asociaciones entre los gobiernos, el sector privado y la sociedad civil, todas actuando de forma apropiada conforme a las normas y principios democráticos y las normas constitucionales de cada Estado. Muchas de las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica son de naturaleza transnacional y pueden requerir una cooperación hemisférica adecuada. 

El Departamento de Seguridad Pública promueve mecanismos de información y comunicación  que  fomenten la articulación entre los diferentes actores del Estado (Gobierno, sociedad civil y sector privado) con el fin de hacer más fluido su relacionamiento y habilitar mecanismos que permitan adelantarse a nuevas amenazas que puedan aparecer.

Artículo 19: Reafirmamos que las Reuniones de Ministros de Justicia o Ministros o Procuradores Generales de las Américas (REMJA) y otras reuniones de autoridades en materia de justicia penal son foros importantes y eficaces para la promoción y el fortalecimiento del entendimiento mutuo, la confianza, el diálogo y la cooperación en la formulación de políticas en materia de justicia penal y de respuestas para hacer frente a las nuevas amenazas a la seguridad.  

Con el fin de promover el intercambio de información y experiencias entre autoridades carcelarias, en relación con la formulación, desarrollo y evaluación de las políticas públicas en materia carcelaria, el Departamento de Seguridad Pública está a cargo de la coordinación de la “Segunda Reunión de Autoridades responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias”.

Así mismo, con el objetivo de promover el intercambio de información y la cooperación de prácticas en el campo de la investigación forense, (gestión, prácticas y necesidades), la cooperación interinstitucional en el área de ciencia forense (intercambio de pruebas forenses y capacidades técnicas), capacitación y formación del profesionales en el área forense y  creación de una red de intercambio de información entre los especialistas en la materia,  el Departamento de Seguridad Pública está coordinando la preparación de la “Primera Reunión de Especialistas en materia de Investigación Forense”.  

Ambos eventos son producto de las recomendaciones de la Sexta reunión  de Ministros de Justicia o de Ministros o de Procuradores Generales  de las Américas, REMJA VI, realizada del 24 al 26 de Abril de 2006  y que venía coordinando la Oficina de Cooperación Jurídica.  

Delincuencia Organizada Transnacional
Artículo 4, m: La seguridad de los Estados del Hemisferio se ve afectada, en diferente forma, por amenazas tradicionales y por las siguientes nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos de naturaleza diversa:   • el terrorismo, la delincuencia organizada transnacional, el problema mundial de las drogas, la corrupción, el lavado de activos, el tráfico ilícito de armas y las conexiones entre ellos; 

Artículo 25. Condenamos la delincuencia organizada transnacional, porque atenta contra las instituciones de los Estados y tiene efectos nocivos sobre nuestras sociedades. Renovamos el compromiso de combatirla fortaleciendo el marco jurídico interno, el estado de derecho y la cooperación multilateral respetuosa de la soberanía de cada Estado, en particular a través del intercambio de información, la asistencia jurídica mutua y la extradición. Lucharemos contra la delincuencia organizada transnacional mediante, entre otras acciones, la plena implementación de las obligaciones contraídas por los Estados Parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus tres protocolos, para que el lavado de activos, el secuestro, el tráfico ilícito de personas, la corrupción y los crímenes relacionados se tipifiquen como delito en el Hemisferio y que los bienes producto de esos delitos se identifiquen, rastreen, congelen o incauten y, en último término, se decomisen y enajenen. Asimismo, mejoraremos la coordinación y la cooperación técnica para fortalecer las instituciones nacionales que se dedican a prevenir y sancionar estos delitos transnacionales y a identificar y enjuiciar a los miembros de las organizaciones delictivas transnacionales. 

El 26 de octubre pasado el Consejo Permanente de la OEA aprobó un Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional que tiene como propósito principal promover la aplicación por parte de los Estados Miembros de la OEA de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus protocolos.  El Plan, cuyo borrador fue preparado por la Secretaría General, promoverá la cooperación internacional para asegurar la penalización de ciertos tipos de conductas establecidas en la Convención, la adopción de medidas específicas de control; la adopción de medidas para la confiscación del producido del delito; la promoción de la cooperación internacional mediante la extradición, la asistencia jurídica mutua, las investigaciones conjuntas, la recuperación y/o la distribución de los activos confiscados, la asistencia técnica, la divulgación de prácticas óptimas, la facilitación de la capacitación, la investigación y el intercambio de información, y la promoción del uso de políticas y medidas de prevención.

El Departamento de Seguridad Pública ha iniciado programas de capacitación para la policía, fiscales y jueces en la implementación del sistema de justicia penal adversarial y sobre las herramientas necesarias para combatir de forma eficaz la delincuencia organizada transnacional.  Estas actividades de capacitación están organizadas como actividades de “capacitación de capacitadores” y formarán parte de una estrategia general de fomento de la capacidad para la región.  

Los primeros dos proyectos en esta área consisten de 1) un taller de capacitación de cinco días para aproximadamente 30 fiscales, agentes de policía y jueces procedentes de El Salvador, Guatemala y Honduras.  El taller estará dirigido por expertos especializados en la materia, incluyendo expertos de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, y tratará temas tales como técnicas especiales de investigación, programas de protección de testigos, recuperación de activos, y manejos de grandes casos; y 2) un seminario sobre delincuencia organizada en el Caribe, que se llevará a cabo en Montego Bay, Jamaica, del 20 al 22 de marzo.  Este seminario servirá para incrementar los conocimientos sobre las necesidades concretas de la región en cuanto a la delincuencia organizada transnacional en cuatro áreas: tráfico ilícito de drogas, tráfico de armas de fuego, trata de personas, y pandillas. El primer día del seminario se dedicará a presentar una visión general de la delincuencia organizada en la región. Expertos nacionales, regionales e internacionales intercambiarán experiencias sobre cuestiones y problemas que afectan al Caribe en cada una de las cuatro áreas anteriormente mencionadas. El segundo y tercer días, y bajo la dirección de formadores de expertos, panelistas y otras autoridades gubernamentales, incluyendo autoridades encargadas de hacer cumplir las leyes y fiscales, se establecerán cuatro grupos de trabajo distintos con el fin de: definir claramente las fuentes y causas de la delincuencia organizada (específicamente en lo que se refiere a la región del Caribe); proponer soluciones y recomendaciones pertinentes; e identificar mecanismos y acciones a través de las cuales la OEA y otros agentes internacionales pueden colaborar para prevenir y combatir la delincuencia organizada en la región.
Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA)
Artículo 24: Hacemos hincapié en la necesidad de redoblar los esfuerzos emprendidos en el Hemisferio respecto de la seguridad en el transporte, aprovechando los que llevan a cabo la Organización de la Aviación Civil Internacional y la Organización Marítima Internacional, sin perjudicar los flujos comerciales. Reviste importancia, asimismo, la coordinación entre las iniciativas nacionales y multilaterales en el ámbito de la seguridad para el transporte y la seguridad portuaria, por intermedio de foros regionales como la Iniciativa de Transporte del Hemisferio Occidental, la Comisión Interamericana de Puertos, el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) y el Comité Consultivo de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA). 

Artículo 28: Estamos convencidos de que la fabricación y el tráfico ilícito de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados son una amenaza a la seguridad hemisférica, que al ser usados por terroristas y criminales socavan el estado de derecho, engendran violencia y en algunos casos impunidad, exacerban los conflictos y representan un serio peligro para la seguridad de las personas. Reiteramos la necesidad de una cooperación efectiva para impedir, combatir y erradicar esta amenaza, y reconocemos el valor de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA). 

Artículo 29:  Combatiremos la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados mediante, entre otras acciones, la destrucción de los excedentes de armas de fuego designados para ello por cada Estado; la protección y el control nacional de nuestros arsenales; y la reglamentación de la intermediación de armas de fuego, incluidas sanciones a la intermediación ilícita, con el objeto de evitar su desvío a los canales ilícitos y la proliferación. Asimismo, fortaleceremos los esfuerzos de cooperación bilateral y multilateral y, en particular, la coordinación y cooperación entre el Comité Consultivo de la CIFTA, la CICAD, el CICTE y las Naciones Unidas. 

En materia de fabricación y tráfico ilícito de armas de fuego, municiones y explosivos, el Departamento de Seguridad, actuando como Secretaria Técnica, apoya las reuniones del Comité Consultivo de CIFTA y reuniones del Grupo de Expertos CIFTA-CICAD.   En el último año el Grupo de Expertos ha aprobado un documento de legislación modelo sobre marcaje y rastreo de armas de fuego, y empezó a considerar pautas sobre fortalecimiento en los puntos de exportación de armas de fuego.
  El Departamento realiza una serie de otras actividades con el fin de reducir el tráfico ilícito o el desvío de armas.  En este sentido organiza seminarios y talleres sobre el manejo de armas en custodia y procesos de destrucción, apoya a los gobiernos que así lo soliciten en la elaboración de legislación y reglamentación nacional sobre control y porte de armas, provee asistencia financiera y técnica para la destrucción de armas incautadas o excedentes de guerra (ver la sección sobre desminado abajo), y publica documentos sobre mejores practicas.
Oficina de Desminado Humanitario

La Oficina de Desminado Humanitario lleva a cabo varias actividades que respaldan los compromisos y medidas de cooperación establecidos en la Declaración sobre Seguridad en las Américas. En particular, la Oficina de Desminado Humanitario ha contribuido directamente a los artículos 15, 17, 20 y 29, a través de sus acciones de desminado en apoyo a los Estados Miembros, así como sus esfuerzos para la destrucción de municiones obsoletas, armas pequeñas y ligeras.
Artículo 20: Reafirmamos nuestro apoyo de establecer al Hemisferio como una zona libre de minas terrestres antipersonal. Acogemos con beneplácito el enfoque cooperativo y los esfuerzos de todos los Estados, así como del Grupo de Acción contra Minas de la Organización de los Estados Americanos, de prestar apoyo al desminado humanitario, la educación acerca del riesgo de las minas, la asistencia y rehabilitación de las víctimas de minas y la recuperación socioeconómica. Resaltamos la importancia de la Convención de Ottawa y su universalización y apoyamos a los Estados Parte de esta Convención en sus esfuerzos para implementarla a fin de librar sus territorios de las minas terrestres antipersonal.
Con el apoyo de donantes internacionales y de los países que han realizado contribuciones, la Oficina de Desminado Humanitario apoya a los Estados Miembros en las siguientes áreas: (a) Desminado humanitario; (b) educación sobre el riesgo de las minas; (c) asistencia con la rehabilitación física y psicológica de los supervivientes de minas y su reintegración socioeconómica; (d) destrucción de minas almacenadas; y (f) promoción de la prohibición del uso, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal.  La visión general del programa es convertir al Hemisferio en una zona libre de minas terrestres antipersonal. 

Artículo 15: Refrendamos el compromiso de continuar realizando esfuerzos para limitar los gastos militares, manteniendo una capacidad que corresponda a nuestras legítimas necesidades de defensa y seguridad y promoviendo la transparencia en la adquisición de armamentos. La aplicación continua de medidas de fomento de la confianza y la seguridad contribuye a la creación de un ambiente propicio para este propósito; y 

Artículo 17: Reiteramos que, tal como se señala en las Declaraciones de Santiago y San Salvador y el Consenso de Miami, las medidas de fomento de la confianza y la seguridad incrementan la transparencia y el entendimiento entre los Estados del Hemisferio y fortalecen directamente la estabilidad regional. Afirmamos que la aplicación y el desarrollo adicional de las medidas de fomento de la confianza y la seguridad, de conformidad con el marco constitucional de cada Estado, contribuyen a la paz en el Hemisferio. Fomentaremos la confianza mutua al implementar, según corresponda, las medidas de fomento de la confianza y la seguridad identificadas en los instrumentos mencionados y las establecidas conforme a instrumentos bilaterales y multilaterales y otros acuerdos. 


En cuanto al fomento de la confianza y la seguridad en el Hemisferio, la Oficina de Desminado adopta un enfoque regional integrador en la ejecución de sus actividades. Mientras que el desminado en  sí lo llevan a cabo las autoridades nacionales, a través de sus respectivas fuerzas armadas, de los países beneficiarios, la Junta Interamericana de Defensa (JID) brinda apoyo técnico a través de su equipo de supervisores internacionales e instructores militares que componen la Misión de Asistencia para la Remoción de Minas en Centroamérica (MARMINCA) y Sudamérica (MARMINAS). Los equipos de supervisores internacionales de la JID están integrados por oficiales del ejército, designados por las autoridades nacionales de los Estados Miembros de la OEA. Este componente se desarrolló como una forma de asistencia en especie y no representa ningún costo para los países beneficiarios. El trabajo de las autoridades nacionales, fuerzas civiles y armadas  y supervisores internacionales contribuye a la paz y seguridad de la región, proporcionando una plataforma para la cooperación y una meta común. Esta interacción ofrece otra vía para el diálogo entre naciones, mejora la solidaridad de la región, y sirve de ejemplo para otras iniciativas sobre cuestiones tales como los desastres naturales.


Dado que la presencia continuada de minas terrestres es un resultado de conflictos anteriores, el desminado apoya la solución de conflictos dentro y entre los Estados Miembros afectados.  Los casos de Honduras y Nicaragua, así como de Perú y Ecuador, ilustran este aspecto de la remoción de minas. En ambos casos, las minas afectas a zonas fronterizas comunes. El desminado exitoso en la zona fronteriza ha exigido la colaboración entre autoridades nacionales de ambos países, la cual incluye el intercambio de información, así como actividades de desminado integradas. En el caso del Perú y Ecuador, las autoridades nacionales, a través de sus respectivas fuerzas armadas, están actualmente llevando a cabo operaciones de desminado humanitario en su zona fronteriza común, lo cual ha abierto el camino a iniciativas de desarrollo transfronterizo. La remoción de minas terrestres también representa un cambio ideológico entre países para adoptar mecanismos más pacíficos de solución de conflictos. 


Aparte de las iniciativas de desminado, el Programa también incorpora varias visitas e intercambios de personal a lo largo del proyecto. Los cursos de capacitación médica dirigidos a paramédicos, doctores y enfermeras que apoyan las actividades de desminado muchas veces se llevan a cabo en uno de los países beneficiarios con la participación de personal de todos los países que reciben apoyo. También se programan visitas a los programas establecidos de asistencia para supervivientes y zonas minadas para el personal, cuando el programa lo considere apropiado. 

Artículo 29: Combatiremos la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, municiones, explosivos y otros materiales relacionados mediante, entre otras acciones, la destrucción de los excedentes de armas de fuego designados para ello por cada Estado; la protección y el control nacional de nuestros arsenales; y la reglamentación de la intermediación de armas de fuego, incluidas sanciones a la intermediación ilícita, con el objeto de evitar su desvío a los canales ilícitos y la proliferación. Asimismo, fortaleceremos los esfuerzos de cooperación bilateral y multilateral y, en particular, la coordinación y cooperación entre el Comité Consultivo de la CIFTA, la CICAD, el CICTE y las Naciones Unidas.

Como progresión natural de las actividades de desminado, la Oficina de Desminado Humanitario apoya la destrucción de municiones y armas pequeñas y armas ligeras consideradas obsoletas por los Estados Miembros de la OEA. A través de su trabajo con las autoridades nacionales y organizaciones nacionales e internacionales, la Oficina de Desminado Humanitario ha obtenido amplia experiencia en el manejo de cuestiones relacionadas con la destrucción de arsenales.   Actualmente, los esfuerzos se están concentrando en la destrucción de municiones y armas pequeñas y ligeras en Nicaragua, que se remontan al conflicto de los años 80, así como en la destrucción de municiones y armas pequeñas y ligeras devueltas por las fuerzas paramilitares desmovilizadas de Colombia.
Trata de Personas:

Artículo 4, k: “Las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica son problemas intersectoriales que requieren respuestas de aspectos múltiples por parte de distintas organizaciones nacionales y, en algunos casos, asociaciones entre los gobiernos, el sector privado y la sociedad civil, todas actuando de forma apropiada conforme a las normas y principios democráticos y las normas constitucionales de cada Estado. Muchas de las nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos a la seguridad hemisférica son de naturaleza transnacional y pueden requerir una cooperación hemisférica adecuada”.

Artículo 4, m: “La seguridad de los Estados del Hemisferio se ve afectada, en diferente forma, por amenazas tradicionales y por las siguientes nuevas amenazas, preocupaciones y otros desafíos de naturaleza diversa: […] la trata de personas”

Artículo 25: “…Lucharemos contra la delincuencia organizada transnacional mediante, entre otras acciones, la plena implementación de las obligaciones contraídas por los Estados Parte de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus tres protocolos, para que el lavado de activos, el secuestro, el tráfico ilícito de personas, la corrupción… Asimismo, mejoraremos la coordinación y la cooperación técnica para fortalecer las instituciones nacionales que se dedican a prevenir y sancionar estos delitos transnacionales y a identificar y enjuiciar a los miembros de las organizaciones delictivas transnacionales”.

El combate de la trata de personas en el Departamento de Seguridad Pública se centra en el desarrollo de actividades y programas de carácter técnico y de investigación.  En cuanto al aspecto técnico, el Departamento asiste a los Estados miembros a fortalecer sus capacidades para combatir dicho flagelo. La misión principal es la de crear conciencia, entrenamiento, así como la difusión de los marcos legales internacionales e intercambio de mejores prácticas existentes que le permiten a los Estados luchar contra la trata de personas.  Para tal efecto, la capacitación es dirigida, entre otros, a representantes gubernamentales de las distintas instancias que velan por la lucha de dicho crimen, oficiales de policía, migración, aduanas, miembros de la sociedad civil, académicos, iglesia, y todos aquellos sectores que de una u otra forma trabajan en la prevención, prosecución de criminales y protección de víctimas. 

En el año de 2006, el Departamento de Seguridad Pública enfocó sus actividades de prevención a través de la capacitación y concienciación a representantes gubernamentales y de la sociedad civil en distintos seminarios realizados en Belice, Guatemala, Bolivia, Perú, Venezuela, Ecuador, Haití, etc. Por otra parte, en cuanto a los temas de prosecución de criminales y protección de víctimas las actividades giraron alrededor del intercambio de mejores prácticas entre representantes gubernamentales y la difusión de alternativas electrónicas para la detección de personas perdidas, y se realizaron en Argentina, Ecuador, Bolivia, Chile, Belice, y Guatemala.
En el aspecto investigativo, las actividades giraron alrededor de identificar rutas, poblaciones vulnerables, nuevas tendencias adoptadas por tratantes de personas.  El Departamento de Seguridad Pública continua realizando investigación en los temas anteriores, además busca la estandarización de conceptos básicos para el combate de la trata de personas entre los Estados miembros.

Pandillas:

Si bien tangencialmente se mencionan actividades en las que las pandillas pueden estar involucradas, no se puede observar una mención explícita sobre un tema que se ha convertido en muchos Estados Miembros en un serio problema para la seguridad pública dados el número de víctimas y la magnitud de las secuelas que produce. La violencia asociada a las pandillas, ha adquirido formas que han generado preocupación en  a nivel, político, en los medios y por ende la demanda de más seguridad por parte de los ciudadanos.

 
No es un tema nuevo, se conocen muchas investigaciones, diagnósticos  y estudios que confirman la asociación entre pandillas con  pobreza, los cambios en las configuraciones familiares, el rezago y abandono escolar y la falta de oportunidades para los jóvenes, sin embargo crece su número y además aumenta la violencia de sus acciones.

Concientes de la relevancia del tema,  el Departamento de Seguridad Pública ha desarrollado una investigación que le permitiera conocer y  posicionarse en un tema que es clave desde el punto de vista de la Seguridad en el sentido tradicional, pero cuyo abordaje debe ir acompañado de una fuerte estrategia de prevención. Este proceso ha sido abierto a la participación de las diferentes áreas de la organización y ha sido enviado a 20 profesionales  de la región.

El Departamento de Seguridad Pública también está fortaleciendo  sus vínculos con otras organizaciones, y en ese sentido considera que la Coalición Interamericana para la Prevención de la Violencia, por su conformación (BID, Banco Mundial, OPS, entre otras) es una herramienta muy apropiada para promover y coordinar acciones en la región en materia de Pandillas.
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